
Constancia: Señora Juez, le informo que el accionante suministró como dirección para 
notificaciones: aip2206@hotmail.com 

Tecnológico de Antioquia Institución Universitaria, se tiene como correo para 
notificación: tecnologico@tdea.edu.co ; personeria.envigado@tdea.edu.co ; 
comunicacionesconcejo@envigado.gov.co : notificacionesjudiciales@tdea.edu.co ; 
notificacionesjudici@tdea.edu.co  

CONSEJO MUNICIPAL DE ENVIGADO: comunicacionesconcejo@envigado.gov.co ; 
pablo.restrepog@envigado.gov.co ; olmes.rodriguez@envigado.gov.co  

Lo anterior, para los fines pertinentes. 
  

  
Laura Restrepo Correa 
Escribiente 
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ASUNTO 

Se provee la acción constitucional de amparo promovida por Fray Alexander 
Betancur Meneses contra  el TECNOLÓGICO DE ANTIOQUIA INSTITUCIÓN 

UNIVERSITARIA y  el CONCEJO MUNICIPAL DE ENVIGADO, por la presunta 
vulneración a su derecho fundamental a la dignidad humana, derecho al trabajo; al 
empleo público; debido proceso y principio de legalidad.  

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES 

1. PARTE ACCIONANTE  

Se trata de Fray Alexander Betancur Meneses, identificado con cedula de 
ciudadanía número 71.773.109, con dirección para notificación en el correo 
electrónico: aip2206@hotmail.com 

2. PARTES ACCIONADAS 

Se trata de TECNOLÓGICO DE ANTIOQUIA INSTITUCIÓN 
UNIVERSITARIA, con dirección para notificaciones en correo electrónico: 
t e c n o l o g i c o @ t d e a . e d u . c o ; p e r s o n e r i a . e n v i g a d o @ t d e a . e d u . c o ; 
comunicacionesconcejo@envigado.gov.co : notificacionesjudiciales@tdea.edu.co 

Se trata de CONCEJO MUNICIPAL DE ENVIGADO, con dirección para 
notificaciones en correo electrónico: comunicacionesconcejo@envigado.gov.co ; 
pablo.restrepog@envigado.gov.co ; olmes.rodriguez@envigado.gov.co 

ANTECEDENTES 

Afirma el accionante que presentó su inscripción como aspirante en el proceso 
del Concurso Público de Méritos para elección de Personero (a) Municipal de 
Envigado, periodo 2024-2028. Ante tal inscripción, el Tecnológico de Antioquia 
(Institución Universitaria contrata por el Consejo Municipal de Envigado, para 
adelantar las etapas del Concurso Público mencionado) 

Tema Dignidad humana, Derecho al trabajo; al 
empleo público; debido proceso y principio 
de legalidad 

Decisión Declara improcedente amparo constitucional  
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Indica que posteriormente, el operador Tecnológico de Antioquia Institución 
Universitaria, publica el: “Acta de revisión de documentos de los aspirantes al 
cargo de personero del municipio de Envigado Antioquia”, esto de acuerdo con 
la inscripción realizada, mediante la cual el accionante obtiene el siguientes 
resultado: señalando que el aspirante identificado con cédula No. 71.773.109 no 
presentó la Declaración juramentada de bienes y rentas, y el formulario único 
de inscripción de Servidor Público firmado en original, razón por la cual es 
inadmitido.  

Adiciona haber presentado la respectiva reclamación en tiempo, en el cual 
indica que el Formulario Único de Inscripción lo había presentado en la 
inscripción, grapado al sobre sellado y adjuntando la Declaración de Bienes y 
Rentas. 

Que el 13 de septiembre, recibió respuesta negativa a su Reclamación, en la 
cual le señalan que la Declaración de Bienes y Rentas no fue aportada y por lo 
tanto no puede ser admitido. 

En su escrito, solicita además MEDIDA PROVISIONAL, mediante la cual se 
ordene la Suspensión Provisional, para evitar la configuración de un perjuicio 
irremediable. 

Razones por las cuales solicita el presente amparo constitucional, en tanto 
considera que el Tecnológico de Antioquia le excluyó del Concurso de Méritos, 
de manera arbitraria e ilegal. 

LO PEDIDO  

Con apoyo en lo descrito, depreca la protección de sus prerrogativas 
fundamentales al a la dignidad humana, derecho al trabajo; al empleo público; 
debido proceso y principio de legalidad, y solicita:  

“PRIMERA: Se declare la SUSPENSION del concurso de méritos toda 
vez que el examen fue previsto por el Tecnológico Institución 
Universitaria para el día viernes 22 de septiembre a las 8 am en sus 
instalaciones para evitar la configuración de un -perjuicio irremediable- 
en mi contra toda vez que en el supuesto de hecho de salir el fallo 
favorable en mi favor ya se hubiese realizado el examen lo que tornaría -
ilusorio, nugatorio e inane mi derecho. 

SEGUNDA: Como consecuencia de lo anterior, cese la violación a los 
derechos fundamentales invocado esto es: i) dignidad humana artículo 1 



superior ,ii) derecho al trabajo artículo 25 superior y como valor 
establecido en el preámbulo de la Constitución Política el cual tiene 
fuerza vinculante y carácter de obligatoriedad, amén como principio más 
fundante que fundado artículo 1 º superior, iii) al empleo público artículo 
125 superior, iv) debido proceso artículo 29 superior, v) principio de 
legalidad artículo 29 superior y 230, y sea ADMITIDO para poder 
participar en el concurso de méritos y las pruebas pertinentes que se 
realicen. (…)” 

TRÁMITE Y CONTRADICCIÓN 

La acción tuitiva fue aceptada a trámite el 19 de septiembre de 2023, 
ordenando notificar a las accionadas, a quien se les concedió el término de un 
(1) día para que ejercieran su derecho a la defensa respecto de los hechos 
aducidos por el accionante. 

➢ La parte accionada, TECNOLOGICO DE ANTIOQUIA, se pronunció 
dentro de término, indicando que la acción tutela se torna improcedente, 
en tanto el accionante dispuso de los medios y recursos administrativos 
idóneos para controvertir los resultados en la Verificación del 
Cumplimiento de Requisitos Mínimos, presentado la debida reclamación 
contra dichos resultados; adicional a esto señala la ausencia de perjuicio 
irremediable, la existencia de otros mecanismos de defensa judicial y la 
no vulneración de un derecho fundamental invocado.  Indica además que, 
Tanto EL TECNOLÓGICO DE ANTIOQUIA COMO EL CONCEJO DE 
ENVIGADO, permitieron que los participantes pudiesen controvertir los 
actos y ejercer control sobre las etapas y la forma en que se viene 
llevando a cabo el concurso. En el expediente obra prueba de que se 
publicó el aviso de convocatoria y lo puso a disposición de los 
participantes. 

Por lo anterior, solicita que las pretensiones del accionante sean 
desestimadas. 

➢ Por su parte, el CONSEJO MUNICIPAL DE ENVIGADO,  reiteró el 
carácter de obligatorio de la Convocatoria, que obliga tanto a la 
Administración como a los participantes, y que la misma se encuentra 
ajustada a derecho, razón por la cual no hay lugar a lo pretendido por el 
actor, respecto de que señalando que se está garantizando a todos los 
ciudadanos interesados en el proceso y que cumplan con los requisitos 
mínimos, el acceso al mismo, en la forma prevista en la convocatoria del 



concurso de conformidad con los diferentes actos administrativos que la 
regulan. 
Respecto de la pretensiones, indica que no hay vulneración de derechos, 
ni para el actor ni para ningún otro ciudadano; que el concurso público de 
méritos para elección de Personero (a) Municipal de Envigado, periodo 
2024-2028, ha estado enmarcado en el cumplimiento de la normatividad 
vigente; que no hay un perjuicio irremediable; que la acción de tutela es 
un mecanismo residual y subsidiario; y por último, que el actor cuenta 
con otro medio de defensa, como es la acción de medio de control de 
nulidad, ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

➢ Frente a la solicitud de MEDIDA PROVISIONAL; este Despacho 
denegó la solicitud. No obstante ello,  anuncio a las partes que tomaría 
las medidas de celeridad necesarias con miras a brindar una decisión de 
fondo al asunto planteado por accionante ante el Juez constitucional. Y 
es por ello que la decisión se brinda con la celeridad  anunciada desde la 
admisión del trámite. 

Agotado de esta manera, el trámite de la acción y reunidos los requisitos de 
forma previstos por los artículos 14 y 37 del Decreto Reglamentario 2591 de 
1991, procede el Despacho a decidir el asunto sometido a su conocimiento con 
fundamento en las siguientes,  

CONSIDERACIONES 

I. COMPETENCIA. 

Somos competentes para conocer de esta acción por mandato constitucional de 
su artículo 86, en armonía con el decreto 2591/91, ya que los hechos 
denunciados son presuntamente constitutivos de la vulneración o amenaza de 
derechos fundamentales y los accionados son válidamente destinatarios de la 
misma a la luz del artículo 42, numeral 8o, inciso final, frente al evidente 
estado de indefensión de la parte tutelante, frente a la parte tutelada.  

II. PROBLEMA JURÍDICO. 

Corresponde a esta Judicatura mediante el presente proveído dar respuesta al 
siguiente problema jurídico: Si han sido vulnerados los derechos fundamentales 
incoados por el accionante FRAY ALEXANDER BETANCUR MENESES por 



parte de las accionadas TECNOLÓGICO DE ANTIOQUIA INSTITUCIÓN 
UNIVERSITARIA y CONCEJO MUNICIPAL DE ENVIGADO. 

• SOBRE LA ACCIÓN DE TUTELA 

La acción de Tutela se encuentra consagrada en el artículo 86 la Constitución 
Política de Colombia, como un mecanismo por medio del cual todas las personas 
pueden “reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su 
nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por 
la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. 

Conforme a lo anterior, la acción de tutela tiene como objetivo la protección 
inmediata de los derechos de rango constitucional fundamental que se 
encuentren violados o amenazados, tanto por acción u omisión de las 
autoridades públicas como de particulares, en este último caso, en los eventos 
reglamentados en el Decreto 2591 de 1991.   

• SUBSIDIARIEDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA  

Sabido es que el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 consagra la 
tutela para la protección de los derechos constitucionales fundamentales 
cuando éstos han sido vulnerados o están siendo amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública. Sin embargo, ésta sólo procederá 
cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial instituido en 
el ordenamiento jurídico para la salvaguarda de los intereses en pugna, salvo 
que se utilice como mecanismo transitorio enderezado a evitar un perjuicio de 
carácter irremediable. Es lo que se conoce con el nombre de subsidiariedad de 
la acción de tutela y que se erige como un requisito de procedibilidad de la 
misma. 

En términos similares, la Corte Constitucional se ha referido en múltiples 
ocasiones al concepto de subsidiariedad, y como ejemplo de ello, en la 
sentencia T-063 de 2013 el alto tribunal sostuvo que “Por su propia naturaleza 
la acción de tutela tiene un carácter residual o subsidiario, por virtud del cual 
procede de manera excepcional para el amparo de los derechos fundamentales 
vulnerados, por cuanto se parte del supuesto de que en un Estado Social de 



Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para asegurar su protección. 
Así las cosas, este carácter residual obedece a la necesidad de preservar el 
reparto de competencias atribuido por la Constitución Política a las diferentes 
autoridades judiciales, lo cual tiene apoyo en los principios constitucionales de 
independencia y autonomía de la actividad judicial. No obstante, aun existiendo 
otros mecanismos de defensa judicial, la jurisprudencia de esta Corporación ha 
admitido que la acción de tutela está llamada a prosperar, cuando se acredita 
que los mismos no son lo suficientemente idóneos para otorgar un amparo 
integral, o no son lo suficientemente expeditos para evitar la ocurrencia de un 
perjuicio irremediable” .   1

Del mismo modo, la Corte Suprema de Justicia, en lo que a la subsidiariedad se 
refiere, ha expresado que “(…) las controversias en torno de la legalidad de los 
actos administrativos deben ser discutidas ante la jurisdicción 
correspondiente, no siendo viable pretender sustituir ese trámite por este 
mecanismo especial de amparo de las prerrogativas inherentes a las personas, 
pues desnaturaliza la acción constitucional consagrada en el artículo 86 de la 
Carta Política, pues en modo alguno puede servir de medio para ventilar 
controversias que no se han puesto previamente en conocimiento de la 
jurisdicción respectiva, habida cuenta de su carácter subsidiario (…)”  2

• DERECHO AL DEBIDO PROCESO 

El artículo 29 de la carta política consagra el debido proceso, prescribiendo 
que se aplica a toda clase de actuaciones judiciales, administrativas, 
reglamentarias o disciplinarias. Producto de este, es la preexistencia de 
procedimientos a los que deben sujetarse tanto intervinientes como 
autoridades encargadas de emplearlos, siendo menester el acatamiento 
irrestricto de las formas preestablecidas por los encargados de hacerlas 
cumplir, amén de preservar las garantías sustanciales y procedimentales como 
defensa, contradicción, impugnación entre otras, consagrados en la 
Constitución y la ley, para los sujetos procesales, administrados o particulares.  

 Sentencia T-063 de 2013.1

 Sentencia T-243 de 2014. 2



Así, el debido proceso se erige como una garantía de respeto inexorable, por la 
plenitud de las formas propias de cada juicio o procedimiento, a la que tanto 
destinatarios como encargados de aplicarla, deben sujetarse, evitando que 
cada uno de los procedimientos surtidos queden a merced de las razones o 
intereses de los intervinientes en el proceso, y en especial, de los llamados a 
aplicarla.  

CASO CONCRETO 

1. Con base en los supuestos fácticos antes señalado se advierte que, el 
accionante Fray Alexander Betancur Meneses, pretende se emita orden a las 
accionadas, dirigida a que se ordene la suspensión del concurso de méritos y 
que posteriormente sea ADMITIDO para poder participar en el Concurso de 
Méritos, toda vez que considera que fueron vulnerados sus derechos en tanto 
fue excluido de su participación en razón de no haber aportado oportunamente 
la Declaración de Bienes y Rentas, que posteriormente subsanó mediante la 
respectiva reclamación y cuya subsanación no fue admitida por el Tecnológico 
de Antioquia. 

Derivado de lo anterior, una vez integrado debidamente el contradictorio, las 
accionadas emitieron respuesta dentro del trámite, expresando la declaración 
de improcedencia de la acción constitucional, por cuanto no existió vulneración 
de los derechos invocados por el accionante, pues se le brindó el debido 
proceso al trámite en el concurso, en aplicación a las normativas y 
reglamentaciones vigentes que regulan el concurso de méritos. 

Sobre el particular valga señalar que conforme lo ha dicho la Corte 
constitucional : “El concurso público es el mecanismo establecido por la 
Constitución para que en el marco de una actuación imparcial y objetiva, se 
tenga en cuenta el mérito como criterio determinante para proveer los 
distintos cargos en el sector público, a fin de que se evalúen las capacidades, la 
preparación y las aptitudes generales y específicas de los distintos aspirantes 
a un cargo, para de esta manera escoger entre ellos al que mejor pueda 
desempeñarlo, dejando de lado cualquier aspecto de orden subjetivo. Ahora 
bien, el concurso de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección 
fundada en la evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del 
aspirante para desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, se 
convierte en una actuación administrativa que debe ceñirse a los postulados del 



debido proceso constitucional (artículo 29 Superior). Para cumplir tal deber, la 
entidad encargada de administrar el concurso de méritos elabora una 
resolución de convocatoria, la cual contiene no sólo los requisitos que deben 
reunir los aspirantes a los cargos para los cuales se efectúa el concurso, sino 
que también debe contener los parámetros según los cuales la misma entidad 
administrativa debe someterse para realizar las etapas propias del concurso, 
así como la evaluación y la toma de la decisión que concluye con la elaboración 
de la lista de elegibles. Hacer caso omiso a las normas que ella misma, como 
ente administrador expida, o sustraerse al cumplimiento de éstas, atenta 
contra el principio de legalidad al cual debe encontrarse siempre sometida la 
administración, así como también contra los derechos de los aspirantes que se 
vean afectados con tal situación.” (CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T 
090 de 2013. Mp Luis Ernesto Vargas Silva) 

En este orden, la Convocatoria para el Concurso de Méritos, está sujeta al 
cumplimiento y obedecimiento de las normas que lo rigen, al cual se someten 
quienes tienen a su cargo la realización y gestión de dicho Concurso, como 
quienes participan en éste, como es el caso del accionante; y que de 
conformidad con las Resoluciones que rigen regulan el proceso de inscripción y 
Cumplimiento de Requisitos Mínimos, se indica como uno de ellos: “Declaración 
juramentada de rentas y bienes de la Función Pública o formato oficial del 
SIGEP (cuando aplique)”. 

De igual forma, la Resolución N°54 del 20 de junio 2023, señala como causales 
de exclusión  de la convocatoria: 

  

En consecuencia, de lo evidenciado, se tiene que el accionante presentó los 
documentos para su inscripción en la Convocatoria mencionada, sin embargo, no 
aportó la Declaración de Rentas y Bienes de manera oportuna, como se 
evidencia de la Respuesta a la Reclamación solicitada por el accionante: 



  
Misma que no fue objetada o controvertida por el accionante, en la medida en 
que de su relato, no se desprende prueba o contradicción que manifieste lo 
contrario, pues del texto del libelo introductor  se desprenden  solo  
argumentos  por los cuales considera el actor que dicho requisito  no debió ser 
exigido, en la medida que solo debe ser exigible  para la posesión del cargo. 

De igual forma, se tiene que el accionante hizo uso de la reclamación contra el 
acto administrativo que lo excluye de su participación en el Concurso, y al cual 
se evidencia, le fue dado el trámite indicado y que fue atendido de 
conformidad. 

Así las cosas,  tenemos que de conformidad con el marco legal y los conceptos 
jurisprudenciales referidos en los considerandos,  la Convocatoria para el 
Concurso de Méritos, está sujeta al cumplimiento y obedecimiento de las 
normas que lo rigen, y mal haría el Juez constitucional  inmiscuirse en un asunto 
que no está bajo su órbita, pues el asunto  se circunscribe precisamente es -a 
la norma que rige el concurso-, de allí   que la parte actora para el 
cuestionamiento que plantea cuenta con la vía judicial ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa, para refutar la cuestionada legalidad de  la norma 
en mención, misma que no  puede modificarse persé dentro del ámbito 
constitucional pues se desplazaría la vía y el Juez  competente para resolver 
sobre la validez de la misma que es lo que alega el accionante en sus 
argumentaciones, que valga decir no pueden entrar a  resolverse por esta vía, 
pues se reitera se inmiscuiría el Juez constitucional en un ámbito que no le 
corresponde desplazando la jurisdicción competente para ello, pues 
precisamente el actor solo fundamenta el amparo constitucional en normas por 
las cuales considera  que una de las reglas que rige dicha convocatoria no debió 
ser exigida como requisito previo, y  ello encauza la discusión hacia un ámbito 
que no es constitucional sino meramente de legalidad  cuya competencia le es 
atribuible a la jurisdicción contenciosa administrativa, sin que se reitera,  le 
sea doble al Juez Constitucional desplazar  la función propia del Juez natural .  

Frente a lo anterior, debe tenerse en cuenta que la Corte Constitucional ha 
indicado que la acción de tutela no constituye una instancia más en el 
trámite jurisdiccional, ni mucho menos puede pretenderse con su activación 



desplazar los mecanismos diseñados por el legislador para tal fin. Como 
consecuencia de ello, ha reiterado su improcedencia para remediar errores u 
omisiones del propio solicitante del amparo, de tal forma que, si los mecanismos 
no han sido utilizados ni ejercidos por las partes conforme a las atribuciones y 
competencias legales, no sería procedente conceder el amparo, pues el 
mecanismo de la acción no se ha diseñado para reparar la inactividad de quien 
la invoca.  

Ahora bien, en el asunto analizado tampoco se avizora la existencia de un 
perjuicio irremediable que implique la procedencia al menos transitoria del 
amparo constitucional para precaverlo o conjurarlo, dado que no se acreditó la 
presencia o probable ocurrencia de una situación inminente, grave e 
impostergable que apremie la intervención urgente del juez constitucional. 

Pues pese a la existencia de otros medios de defensa judicial, este mecanismo 
constitucional, de acuerdo con la jurisprudencia existente al respecto, puede 
resultar procedente si el accionante lo utiliza para evitar la consumación de un 
perjuicio de carácter irremediable, por lo que al proceder al análisis de dicha 
figura. El “perjuicio irremediable” ha sido considerado por la Corte 
Constitucional en Sentencia T-136 de 2010 como el riesgo inminente que se 
produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental, que, de 
ocurrir, no otorga forma alguna de reparar el daño. 

Para determinar la existencia de este perjuicio irremediable la Corte 
Constitucional en Sentencia T-005/14 dio las siguientes pautas: 

“Con el fin de establecer la irremediabilidad del perjuicio, la Corte ha 
considerado necesario determinar la presencia concurrente de varios 
elementos como son: (i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de 
una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por 
amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir 
un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto 
es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la 
persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de 
medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la 
impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de 
recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la 
protección de los derechos fundamentales. (subrayas propias) 

(…) Además, de estos elementos configurativos del perjuicio 
irremediable, la Corte ha exigido que para que proceda la tutela como 
mecanismo de defensa transitorio, el perjuicio se encuentre probado en 



el proceso, puesto que el juez de tutela no está en capacidad de 
estructurar, concebir, imaginar o proyectar, por sí mismo, el contexto 
fáctico en el que ha tenido ocurrencia el presunto daño 
irreparable.” (subrayas propias).  

De un análisis del escrito de tutela y del acervo probatorio arrimado, se 
advierte que la parte accionante no expone argumentos que conduzcan a esta 
agencia judicial acerca de la causación de un perjuicio irremediable que 
pudiera sufrir, máxime cuando en el caso sub judice no se configuran los 
elementos decantados por la Corte Constitucional que constituyen el carácter 
de irremediable del perjuicio.  

En tal sentido, al no encontrarse demostrado con suficiencia el perjuicio grave 
e irremediable, no podría esta Dependencia Judicial como lo ha afirmado la 
Corte Constitucional “estructurar o concebir, por sí mismo, el contexto fáctico 
en el que ha tenido ocurrencia el presunto daño irreparable”, ello, puesto que al 
Juez Constitucional le está vedado tomar decisiones y configurar hipótesis de 
afectaciones no sustentadas en el material probatorio. 

Así las cosas, al no haberse acreditado la subsidiaridad para invocar el amparo 
y que la parte actora no prueba el perjuicio irremediable, no será tutelado el 
amparo deprecado. Destáquese que, ante lo argüido por la parte accionante, 
bien puede discutirse ampliamente en el proceso ante el Juez competente, es 
decir, ante el juez de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
  
Por lo expuesto, el Juzgado Veintiséis Civil Municipal de Oralidad de 
Medellín, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la 
Constitución , 

RESUELVE: 

Primero: Declarar improcedente la acción de amparo constitucional, promovida 
por Fray Alexander Betancur Meneses contra el TECNOLÓGICO DE 
ANTIOQUIA INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA y CONCEJO MUNICIPAL DE 
ENVIGADO, donde se reclama el amparo de sus derecho a la dignidad humana, 
derecho al trabajo; al empleo público; debido proceso y principio de legalidad, 
por lo expuesto en la parte motiva. 

Segundo: Notificar a las partes por medio eficaz y expedito (Art. 30 del 
Decreto 2591 de 1991). 



Tercero: Respecto la presente providencia procede impugnación, recurso que 
debe ser promovido por el afectado dentro de los 3 días siguientes a su 
notificación. 

Cuarto: Si la decisión cobra ejecutoria remítase el encuadernamiento a la 
Corte Constitucional para su eventual revisión (Art. 31 Decreto 2591 de 1991). 

NOTIFÍQUESE  

LILIANA MARÍA CARVAJAL VÉLEZ 

JUEZ 

lrc
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